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Parte general
2.1.1. Dependencia y personas mayores

2.1.1.1. Dependencia

2.1.1.1.1. Introducción

Hablar del Sistema para la Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia 
es hablar, de forma preponderante, de personas mayores, ya que el porcentaje de personas destinatarias de sus recursos, 
por presentar de forma mayoritaria algún grado de limitación para afrontar de forma autónoma las actividades básicas 
de la vida diaria, son personas pertenecientes a esta etapa vital.

Pero hablar del Sistema de la Dependencia es, asimismo, hablar de un derecho lastrado por dilaciones muy relevantes, 
incluso con el esfuerzo dedicado por las administraciones, estatal y autonómica, a revertir este defecto de origen, a través 
de las progresivas medidas consensuadas en el Plan de Choque 2021-2023.

Avanzando en las previsiones, la Resolución de 25 de octubre de 2023, del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, publica 
el Convenio con la Comunidad Autónoma de Andalucía, para el desarrollo del Marco de Cooperación Interadministrativa 
previsto en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en 
situación de dependencia y para el establecimiento y financiación del nivel de protección acordado para el ejercicio 2023.

Restan ahora sus reformas estructurales, dentro de las cuales en Andalucía se encuentra pendiente la simplificación de 
su gestión a través de un único procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho 
a las prestaciones del sistema para la autonomía y atención a la dependencia, cuyo proyecto de Decreto fue sometido 
a información pública por Resolución de 2 de junio de 2022, y que permanecía inconcluso expirado 2023.

Las principales virtudes de la proyectada norma reglamentaria ya las analizamos en el Informe del año 2022, mante-
niendo esta Institución la conveniencia de su aprobación, a la luz de las ventajas que resultarán de la simplificación 
procedimental y del nuevo tratamiento para los supuestos de revisión del programa individual de atención y de revisión 
de la prestación.

Mientras tanto, no podemos aportar una visión optimista de la situación en términos de avance o evolución positi-
va: persisten las quejas ciudadanas en intensidad similar, con especial abundancia de las referidas a la efectividad del 
derecho con la aprobación del recurso.

Consultada la información estadística del sistema para la autonomía y atención a la dependencia publicada por el 
IMSERSO a fecha 31 de diciembre de 2023, se observa que Andalucía es la comunidad autónoma con más solicitudes 
registradas (420 976 solicitudes), marcándose un tiempo medio de gestión desde la solicitud hasta la resolución de la 
prestación de 557 días (para un procedimiento que debería estar resuelto en 180 días) y desde la resolución de grado 
hasta la resolución de la prestación en 213 días (para una fase del procedimiento que debería estar resuelta en un plazo 
de 90 días).

En definitiva, atendiendo a estos recientes datos estadísticos, se podría afirmar que las medidas adoptadas por nuestra 
comunidad autónoma no han resultado del todo fructíferas puesto que, a pesar de la entrada en vigor el día 1 de junio 
de 2021 del Decreto–ley 9/2021 de 18 de mayo por el que se adoptan, con carácter urgente, medidas para agilizar la tra-
mitación del procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (hace dos años), continúa existiendo un importante retraso 
en el procedimiento. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22548
https://imserso.es/documents/20123/3515174/estsisaad_20231231.pdf/533290b9-7113-be4b-3025-f4be18402770
https://imserso.es/documents/20123/3515174/estsisaad_20231231.pdf/533290b9-7113-be4b-3025-f4be18402770
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2.1.1.1.2. Valoración del grado de dependencia

A nivel práctico, en la fase de valoración de grado observamos un mayor número de quejas en la provincia de Sevilla, 
donde la primera fase de valoración concluye con resolución en torno al año desde la presentación. Sin embargo, los 
expedientes de dependencia de provincias como Granada o Cádiz están afectados por una demora mayor, con valora-
ciones de grado que alcanzan hasta 2 años en el caso de Granada y algo más de 18 meses en el de Cádiz.

Es destacable que el simple trámite administrativo de comunicación de inicio del procedimiento supera el plazo máximo 
para la resolución del procedimiento de valoración de grado, e incluso el plazo total de seis meses legalmente establecido 
para la conclusión del expediente completo.

Es coincidente en las familias que solicitan la ayuda de esta Defensoría la idea generalizada de falta de respeto al 
derecho subjetivo, que se demora en el tiempo a la espera de que las personas solicitantes fallezcan antes de poder 
disfrutar del recurso correspondiente. Las circunstancias angustiosas que nos trasladan las personas afectadas son 
participadas por nuestra parte a los órganos territoriales, sin obtener más reacción que la de una aséptica fórmula ritual 
que no refiere siquiera a la adopción de medidas técnicas y/o personales para aminorar el retraso en el procedimiento.

Desde el Defensor del Pueblo Andaluz no podemos hacer caso omiso de estas situaciones de sufrimiento generadas 
por la Administración, máxime cuando su solicitud se limita a instar el cumplimiento del plazo de seis meses establecido 
por el legislador y soportan los perjuicios de las demoras administrativas.

Lamentablemente existen numerosos expedientes de dependencia en los que las personas solicitantes fallecen sin 
haber podido hacer efectivo el derecho subjetivo, con perjuicio propio y de toda su familia.

2.1.1.1.3. El Programa Individual de Atención (PIA)

En la fase de Programa Individual de Atención dirigido a la efectividad del derecho, el número de quejas gestionadas 
duplica al de las recibidas por demoras en la valoración de grado. Como reflejo de ello nos encontramos con expedien-
tes de dependencia iniciados en el año 2019 que aún no han sido resueltos. Ha sido además muy elevado el número 
de quejas sobre la propuesta de la prestación económica para cuidados en el entorno familiar como modalidad de 
intervención más adecuada para la persona dependiente, como después veremos.

Resumiendo la posición de la Administración ante las peticiones de informe de esta Institución, hemos de decir que 
en la respuesta de la Delegación Territorial correspondiente respecto de las previsiones de valoración del grado de de-
pendencia de la persona afectada, se argumenta que para la resolución del expediente está obligada a observar 
el orden preceptuado por el artículo 71.2 de la ley de procedimiento administrativo, esto es, a guardar el orden 
riguroso de incoación. E incluso aunque hayan transcurrido 18 meses desde la solicitud inicial de valoración de la depen-
dencia (recordemos que el plazo legal es de 3 meses), responderá que “no todo retraso en los plazos previstos para la 
tramitación y resolución de los procedimientos administrativos supone un incumplimiento de la obligación de resolver 
en un plazo establecido”, ya que “para que que el retraso se pueda conceptuar como injustificado y excesivo, debe 
en tenerse en cuenta la complejidad del procedimiento, la actuación de las personas interesadas y el criterio de la 
duración de procedimientos similares, que es el que permite valorar si nos encontramos ante una dilación indebida 
o una tramitación ordinaria”.

Cuando la persona afectada cuente con grado de dependencia, la Administración autonómica amparará el retraso en 
el reconocimiento del acceso al recurso, en razones de índole presupuestaria, del siguiente tenor: “Siento decirle 
que esta tardanza en la aprobación de los PIAS es generalizada en la mayoría de los expedientes, salvo urgencias 
sociales, debido a que existe un gran numero de expedientes en esta fase, los cuales no pueden ser resueltos en plazo 
debido a la falta de disponibilidad presupuestaria y de personal”.

En resumen, la mayoría de hombres y mujeres andaluces en idéntica situación depositarán sus esperanzas en el Defensor 
del Pueblo Andaluz, para luchar por la efectividad de un derecho subjetivo, banalizado sistemáticamente por la vía de 
dilaciones inaceptables, pero imprescindible para la vida digna de muchas personas y de sus familias.

El Defensor del Pueblo Andaluz hará valer su derecho a través de todos los instrumentos incardinados en su compe-
tencia estatutaria, acompañará a las personas afectadas en este camino proporcionándoles toda la información que 
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no han obtenido de las administraciones, autonómica o local, y cruzará los dedos para que no tengan que escribirnos 
comunicando el fallecimiento sin haber llegado a beneficiarse de lo que por derecho propio les correspondía.

Somos conscientes del deber de respeto del orden de las solicitudes que exige la tramitación procedimental. El De-
fensor del Pueblo Andaluz no exige de la Administración pública la infracción de la Ley, sino su cumplimiento 
íntegro, tanto en la observancia equitativa del orden de tramitación de las solicitudes, como con mayor razón, del plazo 
preceptivo en la finalización del procedimiento.

Tampoco puede admitir el argumento de que “no todo retraso en los plazos previstos para la tramitación y resolución 
de los procedimientos administrativos supone un incumplimiento de la obligación de resolver en un plazo establecido”, 
a la vista de los retrasos que manejamos y por ello lo manifestamos con rotundidad y claridad en nuestras resoluciones 
(quejas 23/0640, 22/6633, 22/4678, 23/1710).

2.1.1.1.4. Dilaciones por cambio de domicilio

También nos hemos posicionado sobre la demora que afecta a la tramitación de los expedientes de dependencia cuando 
las personas dependiente ejercen su obligación  como beneficiarias, de conformidad al artículo 4 de la Orden de 3 de 
agosto de 2007, por la que se establece la intensidad de protección de los servicios, el régimen de compatibilidad de las 
Prestaciones y la Gestión de las Prestaciones Económicas del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia en 
Andalucía, comunicando el cambio de domicilio. 

Se trata de los casos en que las personas interesadas han de trasladar su domicilio al de un familiar para contar con el 
amparo que precisan en la atención a sus necesidades y, por tanto, una realidad social que afecta a nuestros mayores 
que, desgraciadamente llegan al término de su vida sin que las administraciones públicas hayan intervenido a tiempo.

Con la comunicación de cambio de circunstancia personal, familiar o del entorno, se inicia el procedimiento para la 
revisión del programa individual de atención,  gestionándose los citados expedientes conforme los artículos 28 y 29 
de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación 
de dependencia y artículo 18.3 y 19 del Decreto 168/2007, de 12 de junio, por el que se regula el procedimiento para el 
reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Aten-
ción a la Dependencia, así como los órganos competentes para su valoración. 

No existe un procedimiento ágil con respuesta inmediata para atender las necesidades de estas personas que venían 
disfrutando del servicio de ayuda a domicilio en otra localidad, ya sea de la misma provincia o entre provincias andalu-
zas. Por el contrario, las dilaciones en el procedimiento generan perjuicios que recaen sobre la persona dependiente y 
sus familiares, sin que exista por tanto un procedimiento especial regulado y perfectamente articulado para actuar en 
estos casos y atendiendo en todo momento las necesidades de la persona dependiente. 

Destacamos nuestro pronunciamiento realizado a raíz de la petición realizada por la hija de una persona con condición 
de gran dependiente y con 98 años de edad, que trasladó su domicilio a la localidad de Castilblanco de los Arroyos, con 
la finalidad de tener cerca su entorno familiar, en este caso, a su hija que es la persona que se dedicará a sus cuidados, 
así como de dar todo el cariño y compañía que necesitan las personas en esta última etapa de la vida (queja 22/2959).

Desde que se comunicó el cambio de residencia de la persona dependiente, transcurrieron cinco meses hasta su fa-
llecimiento, y ni siquiera la administración autonómica trasladó el expediente de dependencia a los Servicios Sociales 
Comunitarios de la localidad de destino y, por tanto, impidió el inicio del procedimiento para la revisión de la situación 
de dependencia, privando a una gran dependiente del disfrute de un derecho subjetivo y dejándola sin tener cubierta 
sus necesidades básicas.

Tema recurrente en nuestra Defensoría, tras el análisis del contenido de los informes remitidos por la Administración 
autonómica y local, es la duración en resolver el procedimiento que incluso supera el año, demora que consideramos 
llamativa y elevada (queja 23/4708).

En su respuesta, la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía (ASSDA) nos informa que se está tra-
bajando en una instrucción y protocolo de gestión que permita establecer criterios homogéneos en supuestos de 
traslado de domicilio. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-impulse-la-solicitud-de-revision-de-grado-instada-por-la-persona-solicitante
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-un-impulso-a-la-resolucion-del-programa-individual-de-atencion-de-la-persona-dependiente
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/instamos-a-que-sin-mas-dilacion-resuelvan-su-ayuda-economica-por-el-cuidado-de-un-familiar
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-a-la-delegacion-sevillana-que-resuelva-la-solicitud-de-ayuda-a-la-persona-dependiente
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-las-solicitudes-de-traslado-de-su-situacion-de-dependencia-por-cambio-de-provincia-se
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-sin-mas-retraso-le-aprueben-la-ayuda-por-su-situacion-de-dependencia
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Esta instrucción tiene por objeto establecer criterios de gestión en el proceso de traslado de domicilio, con origen o 
destino en Andalucía, de personas que han solicitado el reconocimiento de la situación de dependencia y, por tanto, 
tienen un expediente abierto en Andalucía o en otra comunidad autónoma.

Los criterios van dirigidos a los servicios territoriales de la ASSDA y sus unidades administrativas, con competencias en 
materia de traslados. 

El documento se inserta en el marco del Plan de Mejora de Gestión, donde se definen un conjunto de medidas a adoptar 
para la mejora de la calidad del procedimiento y la atención a las personas en situación de dependencia. Dentro de estas 
medidas se contempla la elaboración y difusión de instrucciones que sirvan para orientar y homogeneizar la actuación 
de los Servicios Territoriales de la ASSDA.

2.1.1.1.5. Prestación Económica para cuidados en el Entorno Familiar

Dentro de las prestaciones del catálogo del Sistema para Autonomía y Atención a la Dependencia, la protagonista in-
discutible de 2023 ha sido la Prestación Económica para Cuidados en el Entorno Familiar que, como ya avanzamos 
en el Informe Anual de 2022, comenzaba a dar muestras de una flexibilización en su enfoque, desconocida durante 
muchos años, tras la Resolución de 8 de febrero de 2022, de la Intervención General de la Junta de Andalucía, por la que 
se estableció el control previo de las prestaciones económicas de atención a la dependencia, gestionadas por la Agencia 
de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía.

Dicha Resolución permite que el requisito de convivencia para la aprobación de la referida prestación económica pueda 
justificarse ahora con una declaración de la persona cuidadora de llevar al cuidado de la persona dependiente al menos 
1 año y estar empadronada en el mismo domicilio de la dependiente en el momento de elaboración de la propuesta 
PIA, sin necesidad de que el empadronamiento date de la fecha de la solicitud como se exigía antes de esta decisión.

Posteriormente, el Real Decreto 675/2023, de 18 de julio ha venido a incrementar las cuantías de esta prestación, 
en consonancia con lo previsto en el Plan de Choque para el impulso del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia 2021 a 2023; y a modificar los requisitos y las condiciones de acceso a la prestación económica para 
cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales, de manera que se suprime el período previo 
de prestación de cuidados y se amplía la condición de persona cuidadora no profesional a las personas de su entorno 
relacional que, a propuesta de la persona en situación de dependencia, estén en condiciones de prestarles los apoyos 
y cuidados necesarios para el desarrollo de la vida diaria. Asimismo se considera como prestación de servicios aquellas 
prestaciones económicas para cuidados en el entorno familiar en las que se haya formalizado por la persona en situación 
de dependencia un contrato laboral con un tercero, al objeto de colaborar con la persona cuidadora no profesional en 
las tareas del hogar de la persona en situación de dependencia.

Este nuevo enfoque, potenciador de una prestación que hace escasos años venía siendo combatida como recurso 
excepcional no generador -se decía- de beneficios añadidos al no generar retornos en el Sistema, como sí aportan los 
servicios, ha tenido su reflejo en los expedientes tramitados por el Defensor del Pueblo Andaluz.

Efectivamente, una abrumadora mayoría de propuestas de Programa Individual de Atención como recurso idó-
neo para personas mayores, es la prestación económica para cuidados en el entorno familiar, como lo era en los 
primeros años de vigencia de la Ley 39/2006.

Ahora bien, ello se ha traducido en un efecto añadido, el cuello de botella que esta prescripción genera en la fase de 
fiscalización por la Intervención correspondiente de la Junta de Andalucía y el retardo en su aprobación, supeditada 
a las disponibilidades presupuestarias autonómicas.

Esta circunstancia ha motivado la práctica totalidad de las quejas formalizadas ante esta Institución en 2023 y dado 
lugar a muchos de sus pronunciamientos.

Las dilaciones en el acceso a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar son más inaceptables si toma-
mos en consideración que permanece vigente el plazo suspensivo máximo de dos años establecido para su efectividad 
por el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de 
la competitividad, que la Administración pública no solo agota, sino que lo excede.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-16651
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Las provincias más afectadas por la demora en la aprobación de esta prestación económica, son las de Málaga, Cádiz y 
Sevilla, con plazos que alcanzan o superan incluso los 3 años.

En Córdoba, hemos advertido supuestos con gran demora, aunque puntuales; en Almería y Jaén, las quejas que se 
reciben son escasas, todas ellas resueltas de forma favorable debido a la información completa que integran cada uno 
de sus informes. Huelva y Granada, no tienen representación en las quejas que refieren demoras en la aprobación de 
la prestación económica para cuidados en el entorno familiar.

En relación con la prestación que examinamos, el Anuncio de 19 de diciembre de 2023, de la Dirección Gerencia de la 
Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, por el que se da publicidad a la Resolución de 19 de diciem-
bre de 2023, relativa al abono de las cantidades pendientes en concepto de aplazamientos de efectos retroactivos 
reconocidas en las prestaciones económicas para cuidados en el entorno familiar del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, ha venido a dar respuesta a una de las principales reivindicaciones de estos últimos años, la 
de su abono de una sola vez, tras la medida de su aplazamiento y periodificación adoptada por la Disposición Adicional 
Sexta del Real Decreto Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción de 
déficit público.

La modificación se adopta como reversión de una medida decidida en un contexto de crisis económica que, en consi-
deración del Imserso, ya no se ajusta a la realidad del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

Otra cuestión que afecta a la prestación económica para cuidados en el entorno familiar es el no reconocimiento de 
efectos retroactivos en los expedientes de revisión del grado de dependencia o revisión de PIA. La respuesta facilitada 
por la administración autonómica está fundada en el Informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía de fecha 14 
de marzo de 2011 en el que se sostiene que el alcance de la disposición final primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, se limita a garantizar 
la efectividad de la aplicación inicial de las prestaciones sin que resulte aplicable a la resolución de revisión. Causando 
ello un claro perjuicio para las personas solicitantes, cuya demora en la efectividad del derecho no va acompañada de 
compensación alguna. Y ello, en el actual marco de incremento del acceso a esta prestación que, previsiblemente, ge-
nerará numerosas revisiones tendentes al reconocimiento de la misma.

El proyecto de decreto iniciado para regular la prestación económica de asistencia personal del sistema para la au-
tonomía y atención a la dependencia en la comunidad autónoma de Andalucía (BOJA número 119, de 23 de junio 
de 2021), no ha culminado finalizado el ejercicio.

2.1.1.1.6. Servicio residencial

El acceso al Servicio de Atención Residencial también arrastra demoras muy significativas, con afectación de las 
personas dependientes y sobrecarga de su entorno familiar, con los cuidados y responsabilidades propias.

Aunque para agilizar el procedimiento en este ámbito se aprobó la Instrucción 1/2023 de la Dirección Gerencia de la 
Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, dirigida a los servicios territoriales de la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía, con medidas para impulsar la incorporación de personas beneficiarias al sistema 
para la autonomía y atención a la dependencia en 2023, no hemos podido apreciar una mejora digna de mención, a la 
luz de nuestra labor.

Entre las medidas de la Instrucción, conforme resulta de la información proporcionada por la propia Administración, se 
determina una mayor flexibilidad de acceso al Servicio de Atención Residencial, con la posibilidad de valerse de la presta-
ción económica vinculada al servicio de atención residencial, de forma transitoria y siempre que concurran los requisitos 
pertinentes, hasta la disponibilidad de plaza residencial, sin que ello afecte al puesto que ocupa en la lista de espera.

Por lo demás, el Servicio de Atención Residencial genera quejas de otra índole, ya enmarcadas en la situación de las 
personas que se han visto compelidas a aceptar una plaza en un lugar o centro no deseado, relacionadas con la falta 
de respuesta o la denegación de solicitudes de traslado, que por lo general se basan en preservar el afecto familiar, 
el deseo de proximidad y los lazos de cariño entre familiares, que no se sacian a distancia, en los términos del Decreto 
388/2010 de 19 de octubre, por el que se regula el régimen de acceso y traslado de personas en situación de dependencia 
a plazas de centros residenciales y centros de día y de noche. 

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/246/BOJA23-246-00042-19341-01_00294535.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/246/BOJA23-246-00042-19341-01_00294535.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/119/25
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/119/25
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No es la primera vez que esta Institución se pronuncia sobre la inaceptabilidad de considerar que es idónea la 
asignación de un recurso residencial que provoca el extrañamiento entre la persona dependiente y su entorno 
familiar y social.

Destacaremos la petición planteada por el hermano y tutor de una persona con discapacidad, residente en un centro 
de Córdoba, quien viviendo en Sevilla, venía formalizando reiteradamente esta solicitud durante años, fundada en el 
deseo de poder disfrutar de cercanía fraternal y dedicarle más tiempo a su hermano.

En la respuesta de la Delegación Territorial en Córdoba de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, 
se reconoció que el interesado aguardaba alcanzar este objetivo desde 2016, con peticiones sucesivas, dado que cada 
solicitud desestimada por inexistencia de plaza vacante dentro del plazo de 3 meses supone la conclusión del expe-
diente, sin que se pase a formar parte de ninguna lista de espera que permita ordenar las peticiones por antigüedad y 
posibilite preservar la prioridad sobre solicitudes ulteriores.

En este caso, como en tantos otros, la dificultad radicaba en la falta de plazas disponibles en los centros de interés. El 
informe exponía que, con diferencia, la mayor demanda de plazas residenciales se ubica en las provincias de Sevilla y 
Málaga.

En esta tesitura suele ser frecuente que el personal de la Administración aconseje al interesado acogerse a cauces de 
mejora de sus opciones, mediante la ampliación a centros residenciales para personas mayores, sacrificando los bene-
ficios que se supone le proporciona un centro adaptado a su perfil de dependencia y discapacidad.

En cualquier caso, el interesado concluía que, más allá de la demora en alcanzar la meta tras 15 años de residencia de 
su hermano en Córdoba, estimaba imprescindible que la Administración le liberase de la carga de formalizar peticiones 
reiteradamente esperando la coincidencia improbable de que en ese período concreto surgiera una plaza adecuada, 
arbitrando algún instrumento que le permitiera quedar en lista de espera por antigüedad.

Por las razones reflejadas en las consideraciones de la resolución, esta Institución dirigió a la Administración la recomen-
dación de garantizar la transparencia del procedimiento de adjudicación de plazas en residencia para las personas en 
situación de dependencia, informando tanto de la existencia de las denominadas “listas de espera”, como de la situación 
aproximada que pudieran ostentar con respecto al lugar que ocupan, así como de los tiempos medios de repuesta; la 
de optimizar los sistemas de información para que sea accesible el conocimiento de la situación de las listas de espera 
en cualquier provincia andaluza por los diferentes profesionales referentes de las personas dependientes y sus familias, 
con el único ánimo de que toda la información que afecte a este tipo de procedimientos esté disponible; y le sugirió 
que fomentara procedimientos ágiles y diligentes donde se protejan las relaciones humanas que sustentan y ofrecen 
bienestar a las personas en situación de dependencia, así como a sus familiares, como base de una atención digna de 
la persona en este ciclo vital (queja 21/8644).

Dicha resolución, elevada a la ASSDA, fue íntegramente aceptada por la misma. Y así, más allá de que el interesado viera 
satisfecha finalmente su pretensión, la Agencia manifestó su conformidad y anunció estar trabajando en la mejora de 
los sistemas de información para poder gestionar de forma más eficiente las listas de acceso. No obstante el dinamismo 
de las mismas, en el sentido de que la posición que una persona ocupa puede verse afectada tanto por los procedimien-
tos de traslado o de urgencia social, como del abanico de posibilidades que las personas manifiesten en la elección de 
preferencia de centro residencial.

Añadió la Agencia estar poniendo en marcha “medidas para agilizar la tramitación de expedientes y ampliar la oferta 
de plazas residenciales, con el objetivo de reducir considerablemente el tiempo de espera”.

En 2024, por tanto, esperamos poder conocer tales medidas y, en todo caso, los efectos favorables que puedan ofrecer 
las mismas.

La insuficiencia en la financiación pública de las plazas concertadas en los centros sociosanitarios y la actualización 
y revisión de precios para mantenerlos dentro de niveles compatibles con su supervivencia y, desde luego, coherentes 
con el bienestar de las personas residentes y con la atención de calidad a sus necesidades básicas, sigue siendo una 
reivindicación presente, más acusada en el ámbito del sector no lucrativo.

Desde el punto de vista del coste de las plazas, como es habitual en cada anualidad, en 2023 la Resolución de 20 de junio 
de la Dirección Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, publicó la actualización de 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-mas-transparencia-en-el-procedimiento-de-adjudicacion-de-plazas-en-residencia-para-las
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/130/BOJA23-130-00003-11634-01_00286656.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/130/BOJA23-130-00003-11634-01_00286656.pdf
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los costes máximos de las plazas objeto de concertación con centros de atención a personas mayores y personas con 
discapacidad en situación de dependencia.

Precedentemente, además, el Decreto-ley 3/2022, de 29 de marzo, adoptó medidas urgentes para mejorar la financia-
ción de los centros de atención residencial y de los centros de día y de noche de atención a personas en situación de 
dependencia.

La revisión anual de precios, sin embargo, no basta cuando hablamos de una situación previa en la que los centros 
residenciales han ido arrastrando cumulativamente el lastre procedente de una progresiva pérdida de capacidad eco-
nómica, producto de plazas concertadas a precios que no evolucionan, o que aumentan de forma insignificante, a la 
inversa que el coste de la vida.

Si tomamos como ejemplo la evolución del precio de las plazas públicas concertadas en los centros residenciales para 
mayores en situación de dependencia en Andalucía en la última década, advertimos lo antedicho. De 2012 a 2015 el coste 
máximo por plaza se mantuvo invariable (50,20 euros), descendió ligeramente en los años 2016 y 2017 (49,57), volvió a 
niveles similares a 2015 en 2018 (50,51) y comenzó a experimentar una subida discreta en los años siguientes, hasta al-
canzar los 58,30 de 2023, que ha sido la anualidad de un incremento mayor, dentro de la modestia de las actualizaciones 
en perspectiva global.

Precisamente nos expresaban esta idea representantes de LARES Andalucía, como Asociación andaluza de Residencias y 
Servicios de atención a los mayores ‑sector solidario-, perteneciente al sector de centros residenciales no lucrativos en 
Andalucía, que en comparecencia presencial ante esta Institución expusieron la importancia de la labor que desempeñan 
y las dificultades graves por las que atraviesan por razones de financiación pública de las plazas concertadas, alertando 
sobre sus múltiples necesidades y carencias y aportando las soluciones que para su corrección deberían adoptarse.

Comenzando por su labor, los representantes del referido sector explicaron que conforman una Asociación de Resi-
dencias para personas mayores, 138 actualmente, más 32 Unidades de Estancia Diurna y casi 4000 trabajadores y 8000 
personas atendidas en sus centros, con 3714 plazas concertadas, además de las plazas sociales, solidarias, en el marco 
de su obra social.

Las dificultades para el sostenimiento del sector orientan su demanda al incremento del precio de las plazas públicas 
concertadas, cuyo estancamiento y cuantías hemos expuesto anteriormente, razonando que la media de estructura de 
costes de una residencia tipo y su evolución en la última década, precisan que la Administración actualice la tarifa de la 
plaza concertada durante tres años consecutivos y con carácter retroactivo.

De forma complementaria compendiaban un elenco de propuestas que hay que decir que coinciden con lo que sería 
deseable para que el Sistema de la Dependencia se mantuviera en parámetros aceptables de respeto del derecho de 
sus destinatarios: sistema transparente y ágil de valoración y asignación/elección de plaza residencial; aprobación de 
un procedimiento único que permita reducir la lista de espera; aumento de los valoradores y del personal técnico cuya 
insuficiencia impide llevar a término la tasa de reposición de las plazas; la ampliación de la oferta de plazas concertadas 
residenciales y en centros de día, para personas dependientes asistidas y con trastornos de conducta, en progresión 
anual sostenida del 15% y con reparto territorial equilibrado y equitativo; y el impulso del programa de respiro familiar.

En materia del derecho a la protección de la salud de las personas residentes en centros sociosanitarios, postularon la 
plena asunción de competencias por el Servicio Andaluz de Salud y la creación de un dispositivo de coordinación socio-
sanitaria, que acometiera la asistencia sanitaria de aquellas dentro de los centros, mediante el instrumento oportuno.

Los representantes de LARES Andalucía trasladaron igualmente al Defensor la moción adoptada por el Ayuntamien-
to de La Rambla (Córdoba) en julio de 2023, sobre comunicar a la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad “la necesidad imperiosa de aplicar un modelo de financiación estable y suficiente para el sector residencial 
que dote de seguridad jurídica y económica a las entidades para poder dar continuidad a los programas de atención 
a las personas y que permita actuar con certidumbre y desarrollar el trabajo en las mejores condiciones en favor de 
las personas mayores más desfavorecidas, abonando un precio de concierto de las plazas públicas que sea justo y 
acorde con la realidad económica y con las necesidades de atención a las personas mayores”.

Una petición que, por su coherencia y racionalidad, esta Institución suscribe.

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2022/63/BOJA22-063-00006-5309-01_00258595.pdf
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La coordinación sociosanitaria, por su parte, sigue siendo una asignatura pendiente en Andalucía, como resulta de los 
casos que conocemos de personas que permanecen en situación de ingreso hospitalario, a pesar de tener alta clínica, 
por falta de agilidad en la intervención del Ministerio Fiscal, de las fundaciones de apoyo a la capacidad, y de la ASSDA, 
cada uno en su respectivo ámbito de responsabilidad y competencia, según los casos.

Lo cierto es que la falta de adopción de medidas de una u otra índole y de recursos intermedios no estrictamente sani-
tarios, convierte en huéspedes involuntarias a las personas que, superada la fase aguda de alguna patología que requirió 
ingreso hospitalario, han perdido su capacidad de autogobierno o de autovalimiento en ese tiempo y no cuentan con 
familiares ni red social de apoyo, no presentando condiciones de volver a vivir solas sin riesgo a su integridad.

En la mayor parte de estos casos es loable la intervención de los profesionales de trabajo social, tanto de los hospitales 
como de los municipios, en pos de comunicar, notificar y gestionar una respuesta.

Para terminar, aludimos a la Orden de 19 de diciembre de 2023, de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias 
e Igualdad, por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de subvenciones, en régimen de concu-
rrencia competitiva, dirigidas a la construcción y/o adaptación de centros de día y centros residenciales para personas 
mayores y personas con discapacidad de titularidad de entidades locales, entidades sin ánimo de lucro y entidades 
mercantiles de ámbito social, a fin de adecuarlos al nuevo modelo de cuidados de larga duración, con cargo al Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR), financiado por la Unión Europea-NextGenerationEU-, efectuando 
su convocatoria para el año 2023.

2.1.1.1.7. Servicio de Ayuda a Domicilio

Pasando ya al Servicio de Ayuda a Domicilio, debemos destacar su importancia al tratarse del servicio más deman-
dado por las personas dependientes y el que, sin lugar a dudas, resulta menos traumático, teniendo en cuenta que 
sus beneficiarios son mayoritariamente personas mayores y que este servicio posibilita la permanencia en su entorno, 
aportando sosiego a la familia.

De ahí la necesidad de una mejora de su intensidad, de una prestación de calidad y de una gestión y funcionamiento 
riguroso.

Lo primero, la mejora de su intensidad, ha sido una de las reformas contenidas en el ya mencionado Real Decreto 
675/2023, de 18 de julio, que incrementa las horquillas de horas para todos los grados, efectiva en la resolución que se 
dicte, si bien con un régimen transitorio para quienes a la entrada en vigor de la norma ya disfrutaran del Servicio de 
Ayuda a Domicilio, que lo mantendrán con la misma intensidad. Para un posible incremento de la misma es preciso 
que la persona beneficiaria solicite su adecuación a las intensidades previstas en la reforma y, por ende, someterse al 
proceso de revisión del programa de atención.

Interesados en conocer la tramitación que se está dando a las solicitudes de revisión del programa individual de atención 
cuya pretensión es la adecuación de la intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio, esta Institución solicitó informe 
a la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Córdoba, la cual nos describe idéntico 
proceder que el ordinario de revisión del PIA.

Por el contrario, las personas beneficiarias de la prestación económica para cuidados en el entorno familiar han visto 
aumentadas las cuantías correspondientes de forma automática.

En Andalucía, además, se ha dado una nueva regulación a este servicio mediante la Orden de 27 de julio de 2023, de la 
Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, por la que se regula el Servicio de Ayuda a Domicilio en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

Quedan así derogadas la Orden de 15 de noviembre de 2007, por la que se regula el Servicio de Ayuda a Domicilio en la 
comunidad autónoma de Andalucía y la Orden de 7 de octubre de 2019, por la que se aprueba el modelo actualizado 
de convenio de colaboración para la prestación del servicio de ayuda a domicilio como prestación del sistema para la 
autonomía y atención a la dependencia en el ámbito de la comunidad autónoma de Andalucía.

En cuanto a la calidad y rigurosa gestión y prestación de la ayuda a domicilio, no es infrecuente que se nos trasla-
den las disconformidades con la forma de dispensación por sus auxiliares, con el reparto o distribución horaria o con 

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/248/BOJA23-248-00136-19510-01_00294730.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/248/BOJA23-248-00136-19510-01_00294730.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/521/BOJA23-521-00029-12876-01_00287884.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/521/BOJA23-521-00029-12876-01_00287884.pdf
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los frecuentes cambios de profesional, tan desconcertantes y alteradores para personas con determinadas patologías, 
como las afectadas por demencias o trastornos de salud mental.

Las deficiencias alertadas en el Servicio de Ayuda a Domicilio en Alcalá del Río, que siguen planteándose por las personas 
de dicho municipio, siguen siendo objeto de investigación en la actuación iniciada de oficio, en la que aguardamos que 
se nos comunique la decisión final adoptada.

2.1.1.2. Personas mayores

2.1.1.2.1. Introducción

La dación de cuenta anual que realiza el Defensor del Pueblo Andaluz debe necesariamente reflejar la realidad de un 
grupo etario cada vez más numeroso de nuestra sociedad, el de las personas mayores, cuyo peso específico sin embargo 
no resulta de su volumen, sino de su especial riesgo de encontrarse en situación de vulnerabilidad, a consecuencia 
de inercias de comportamiento social potencialmente generadoras de discriminación para con las mismas, de actitu-
des individuales discordes con su autonomía de la voluntad y de las limitaciones que en el ejercicio de sus derechos 
ocasionan las nuevas formas de gestión y organización, públicas y privadas.

Todo ello hace que las personas mayores precisen instrumentos específicos de protección normativa, así como ser 
destinatarias de políticas públicas singulares, que permitan adoptar en su beneficio medidas de discriminación 
positiva, imprescindibles para garantizar sus condiciones de igualdad.

Con todo, la mayor barrera que enfrentan las personas mayores es la del edadismo, que adopta formas plurales y en 
ocasiones tan sutiles que resultan difíciles de identificar, amparadas en la condescendencia de un malentendido pro-
teccionismo social que, sin embargo, enmascara un paternalismo/maternalismo que parte de una posición de supe-
rioridad, en la que una persona adulta subestima la voluntad y deseos de otra persona adulta mayor, por considerarla 
menos capaz en virtud de su edad.

Del mismo modo, el sometimiento a la decisión ajena de sus familiares más cercanos, normalmente los hijos e hijas, 
también es un comportamiento autoasumido por muchas personas mayores, aunque no es fruto de una decisión libre, 
sino condicionada por su dependencia vital, que le hace plegar y acomodar sus deseos a los que agradan o convienen 
al tercero del que dependen, dando así lugar a una modalidad de temor reverencial difícil de detectar.

Lo antedicho justifica que dediquemos una mirada especial a lo que acontece a las personas mayores que, además, no 
conforma una casuística ni menor ni irrelevante, dado que se hace patente, de modo trasversal, en numerosos ámbitos 
vitales especialmente sensibles, como el del Sistema de la Dependencia, con todo lo que esta situación comporta en la 
vida de las personas y en su capacidad de autovalimiento; en el campo de la salud, que, como es entendible, merma su 
calidad de vida, precisa de recursos más ingentes y específicos, y en ocasiones influye negativamente en la orientación 
de las decisiones sanitarias; y, en general, está presente en todas las vertientes vinculadas a los instrumentos de protec-
ción social, en las que las decisiones que les incumben deben estar inexcusablemente impregnadas y vinculadas a su 
respeto y consideración como individuos.

En Andalucía existe un marco jurídico, estatutario y legal, específicamente regulador de los derechos de las perso-
nas mayores. Estatutariamente, dentro de los derechos sociales, el Estatuto de Autonomía de Andalucía (EAA) dedica 
a las personas mayores su artículo 19, a tenor del cual: “Las personas mayores tienen derecho a recibir de los poderes 
públicos de Andalucía una protección y una atención integral para la promoción de su autonomía personal y del 
envejecimiento activo, que les permita una vida digna e independiente y su bienestar social e individual, así como a 
acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social y asistencial, y a percibir prestaciones 
en los términos que establezcan las leyes”.

Igualmente contamos con una ley singularizada de recia raigambre, la Ley 6/1999, de 7 de julio, de atención y protec-
ción a las personas mayores en Andalucía, que no obstante ser anterior en el tiempo al Estatuto de 2007, formalmente 
ostenta el rango legal que exige el artículo 38 EAA para el desarrollo de los derechos estatutarios, proyectándose en el 
plano sustantivo sobre todo el elenco de derechos y libertades de que pueden ser titulares las personas mayores.
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